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Sobre: 

Infr. Art. 278 CP 

Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 

Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand 

Steidel Figueroa, Juez Ponente 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

Fabián Vega Reyes, quien se encuentra bajo la custodia del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, comparece in forma 

pauperis y por derecho propio mediante el recurso de certiorari de 

epígrafe entregado a las autoridades correccionales el 5 de julio de 

2016. Nos solicita que revoquemos la resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan [por sus 

siglas, "el TPI"], el 14 de junio de 2016 y notificada el siguiente día. 

Autorizamos la comparecencia según solicitada y disponemos de 

este recurso sin trámite ulterior. 

-I- 

El 13 de enero de 2015 a Fabián Vega Reyes se le impuso    

una pena de tres años de reclusión por una infracción al artículo       

278 del Código Penal de Puerto Rico de 2012, manipulación o daño 

al sistema de supervisión electrónica. Respecto a una solicitud de 

Vega Reyes que no consta en este expediente apelativo, el TPI 
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mediante resolución emitida el 14 de junio de 2016 expresó lo 

siguiente: 

Contra el acusado-convicto de epígrafe se presentó una 
denuncia por infracción al Código del 2012 vigente, en 
adelante "Código Penal". El 13 de enero de 2015, tras 
varios trámites procesales conforme lo permite la Regla 72 
de las de Procedimiento Criminal de las de Puerto Rico, 34 
LPRA Ap. II, R.72, las partes llegaron a un acuerdo y 
sometieron al tribunal una "Moción sobre alegación pre-
acordada". El tribunal autorizó el acuerdo y el acusado-
convicto hizo alegación de culpa según el mismo. Ese 
mismo día el tribunal sentenció al acusado-convicto a una 
pena de tres (3) años de cárcel por la infracción al artículo 
278 del Código Penal para ser cumplida concurrente con la 
sentencia dictada en la Región Judicial de Caguas, pero 

consecutiva con cualquiera otra que estuviera cumpliendo. 

Estando el acusado-convicto cumpliendo la sentencia 
impuesta, la Asamblea Legislativa enmendó el Código 
Penal. El acusado-convicto, por derecho propio, presentó 
un escrito solicitando la aplicación de dichas enmiendas, 
en la cual solicita se modifique la sentencia. El Tribunal 
declara No Ha Lugar la solicitud del acusado-convicto. Un 
examen de las enmiendas hechas al Código Penal 
evidencian que la pena impuesta al acusado-convicto no 
fue enmendada por lo que no procede el remedio. 

De esta denegatoria, el peticionario recurre ante este 

Tribunal. Sin formular propiamente un señalamiento de error, 

alega que el TPI incidió al denegar su moción a pesar de que la 

Hoja de control sobre liquidación de sentencia es contraria a la 

sentencia impuesta que le concedió cumplir las penas de forma 

concurrente. Resolvemos este recurso, sin trámite ulterior, 

conforme lo permite la regla 7(B)(5) del Reglamento del Tribunal  

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXH-B, R. 7(B)(5). 

-II- 

Según el esquema establecido en el Plan de Reorganización 

núm. 2 de 21 de noviembre de 2011, según enmendado, conocido 

como el Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación de 2011, 3 LPRA Ap. XVIII, el Departamento de 

Corrección es "el organismo en la Rama Ejecutiva responsable de 

implantar la política pública relacionada con el sistema 

correccional y de rehabilitación de adultos y menores [...]".  

Artículo 4 del Plan núm. 2-2011. Entre las facultades que la 
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Asamblea Legislativa delegó al Departamento de Corrección, por 

medio de su Secretario, se encuentra el poder de reglamentación. 

De este modo, el Secretario está facultado a establecer e 

implementar reglas, reglamentos, órdenes, manuales, normas y 

procedimientos para el funcionamiento efectivo de la agencia, aún 

de regir la seguridad y disciplina interna de las personas privadas 

de libertad bajo su jurisdicción así como los programas y servicios 

que recibe la población correccional. Artículo 7(aa) del Plan núm. 

2-2011. 

Cónsono con la facultad delegada, y a fin de facilitar la labor 

de los técnicos de récords penales que tienen el deber de 

administrar los expedientes de la población privada de libertad, el 

Departamento de Corrección elaboró el Manual de Procedimientos 

de la División de Documentos y Récords Penales.1 En lo pertinente 

al manejo de los documentos y récords penales, la estructura 

correccional cuenta con tres niveles: el nivel institucional que 

analiza en primera instancia las sentencias emitidas por el 

Tribunal y computa el tiempo que debe cumplir el confinado en 

reclusión; el nivel regional que supervisa a las unidades de récords 

de las instituciones y remite copias de las liquidaciones de 

sentencias y los cómputos revisados a la Junta de Libertad Bajo 

Palabra y a la Oficina Central del Departamento de Corrección; y,  

el nivel central que mantiene el expediente administrativo de cada 

confinado. Manual de Procedimientos, en la pág. 1. 

El referido cuerpo de normas internas establece los 

procedimientos para que los "técnicos de récords" de las 

instituciones penales mantengan actualizada la información sobre 

la conducta delictiva de las personas privadas de libertad y que se 

                                                 
1 Este documento es un reglamento interno aprobado desde el 2 de septiembre  

de 1976 y actualizado el 12 de julio de 2007. Conforme surge de la parte 

introductoria, este manual "detalla paso a paso la actividad de las Oficinas de 

Récords, en su responsabilidad de acompañar la trayectoria de un miembro de   

la población correccional, desde que comienza su vida institucional hasta que  

sea legalmente liberado". Manual de Procedimientos, en la pág. ii. 
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encuentran bajo su custodia. Los "técnicos de récords" penales 

tienen que realizar los cómputos de las sentencias para proyectar a 

fecha tentativa de salida y de calificación para comparecer ante      

la Junta de Libertad Bajo Palabra —el máximo y el mínimo de la 

sentencia—. Manual de Procedimientos, en la pág. 3. De hecho, la 

División de Documentos y Récords Penales es la entidad 

administrativa que mantiene el control de las sentencias enviadas 

por los tribunales y solicita las no recibidas y procesa la   

liquidación de sentencias y bonificaciones, Íd., en la pág. 5. 

El capítulo IX de dicho Manual, titulado "Manejo de 

liquidación de sentencia", atiende el proceso para calcular el   

tiempo que un confinado tiene que cumplir para poder extinguir su 

sentencia. En lo pertinente, el capítulo IX establece lo siguiente: 

La liquidación de sentencia es el proceso matemático en el 
cual: [s]e analizan e interpretan todas las sentencias emitidas 
por un Tribunal competente contra el miembro de la población 
correccional. Mediante este proceso aplican las leyes y reglas 
de procedimiento criminal. Se determina la fecha tentativa en 
que el miembro de la población correccional cumple su 
sentencia, y cualifica para ser considerado [elegible] a los 
beneficios de la libertad bajo palabra u otros programas. 

Manual de Procedimientos, en la pág. 115, citado en Pueblo v. 

Contreras Severino, 185 DPR 646, 663 (2012).  

Entre los deberes de las Oficinas de Récord de las 

instituciones penales, por conducto de los "técnicos de récords 

penales", se encuentra la responsabilidad de asistir a los  

tribunales, cuando le sea requerido, en la interpretación de los 

expedientes de las personas que se encuentran privada de libertad 

bajo su custodia. Deben también referir a la Oficina de Asuntos 

Legales los casos en los que existan conflictos con la Regla 180 de 

las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 180, y con 

cualquier otra disposición legal. Manual de Procedimientos, en la 

pág. 10. 
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De igual forma, si en el proceso de analizar e interpretar una 

sentencia se advierte alguna omisión o error del foro sentenciador, 

el "técnico de récords penales" tiene la responsabilidad de referir el 

asunto a la Oficina de Asuntos Legales del Departamento de 

Corrección. Dicha división administrativa debe, en representación 

del confinado, solicitar al TPI la corrección de la sentencia al 

amparo de la Regla 185 de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, R. 185.2 Manual de Procedimientos, en la pág. 133; véase, 

además, íd., en la pág. 147. 

-III- 

En el recurso de epígrafe Vega Reyes alega, en esencia, que  

el TPI incidió al no corregir la sentencia que pesa en su contra 

mediante la aplicación de la figura del concurso de delitos y la 

concurrencia de las penas. Invoca el principio de favorabilidad pero 

no identifica una disposición penal que le sea más favorable. Por  

tal razón, según resolvió el TPI, carece de remedios al amparo del 

principio de favorabilidad, pues la pena fija impuesta para la 

infracción al artículo 278 del Código Penal de Puerto Rico, 33 LPRA 

sec. 5371, no fue enmendada al amparo de la Ley 246-2014. 

Reiteramos, pues, que en cuanto al reclamo al amparo del  

principio de favorabilidad, Vegas Reyes no tiene razón. 

Si el interés de Vegas Reyes es que se corrija la hoja de 

control sobre liquidación de sentencias pues insiste que debe 

cumplir las penas entre los casos de la Región de Caguas y de la 

Región de San Juan de forma concurrente, y no consecutivas, el 

curso procesal seleccionado por el peticionario no es el vehículo 

adecuado para obtener el remedio que solicita. Deberá el 

                                                 
2 El término para solicitar ante el TPI un remedio al amparo de esta regla 

procesal (incluido una rebaja de la sentencia) es dentro de los siguientes 90 días 
de emitida la sentencia, siempre que no esté pendiente una apelación, o 60 días 

del recibo del mandato de la sentencia confirmatoria o desestimatoria de la 
apelación o del recibo de una denegatoria de un certiorari. Sin embargo, una 

sentencia ilegal o con errores de forma puede ser corregida en cualquier 

momento. Regla 185 de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 185. 
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peticionario agotar los remedios administrativos que correspondan 

para viabilizar su reclamación en cuanto al cómputo de su 

sentencia que realiza la División de Documentos y Récords   

Penales. 

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, DENEGAMOS  el auto de 

certiorari solicitado.  

 Instruimos al Secretario del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación a entregar copia de esta resolución al peticionario, 

en cualquier institución donde este se encuentre. 

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica. 

 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


